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Procede el Juzgado a proferir la sentencia de primera instancia que en derecho 
corresponda dentro de la acción de tutela de la referencia. 
 
1. ANTECEDENTES: 

 
1.1. HECHOS Y PRETENSIONES DE LA ACCIÓN: 

 
DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 1.002.703.288, instauró acción de tutela en contra de la 
PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA 
por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso 
administrativo, al acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, a la 
igualdad, a la buena fe y a la confianza legítima, de conformidad con los siguientes 
supuestos fácticos: i) que en el marco del concurso de méritos adelantado por la 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN se registró en la plataforma del 
concurso con el usuario No. 289908,  a fin de inscribirse en el cargo de 
sustanciador, código de la convocatoria 234-2026, código y grado 4SU-11; ii) que 
previo a la inscripción era necesario realizar el pago de los derechos de 
participación; iii) que el plazo para la inscripción venció el 18 de septiembre de 
2026, a las 4:00 pm; v) que el 18 de septiembre de 2026, a las 2:07:24 pm, realizó 
el pago por PSE desde una cuenta de BANCOLOMBIA y la transacción fue 
aprobada por la entidad financiera, en la suma de $58.400, conforme comprobante 
eCollect No. 171192670 y la autorización o CUS No. 666177912; iv) que el pago a 
través de la plataforma PSE fue confirmado por el sistema, contando con 
aprobación financiera; vii) que la plataforma del concurso no reflejó oportunamente 
el pago, por lo que no pudo adelantar la inscripción; vii) que su exclusión por una 
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contingencia tecnológica ajena a su control le impidió competir en el concurso de 
méritos, aunque realizó el pago dentro del plazo (PDF 1). 
 
La peticionaria pretende que, en amparo de los derechos fundamentales al debido 
proceso administrativo, al acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, a 
la igualdad, a la buena fe y a la confianza legítima, se ordene a la 
PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y a la UNIVERSIDAD DE 
ANTIOQUIA validen la transacción PSE aprobada el 18 de septiembre de 2026 a 
las 2:07:24 p. m., la apliquen a su usuario, y habiliten su usuario por un término no 
inferior a veinticuatro (24) horas para culminar la inscripción al empleo como 
Sustanciador, Código de Convocatoria: 234-2026 Código y Grado: 4SU-11, a fin 
de cargar los documentos, dejando registro de auditoría de la actuación; que en 
caso de no ser posible la habilitación de la plataforma, se ordene su inscripción en 
el concurso por otro medio alternativo (PDF 1). 
 
Como pruebas aportó: pantallazo aprobación transacción (PDF 2). 
 
1.2. TRÁMITE DE INSTANCIA: 

 
Mediante auto fechado el 21 de septiembre de 2026 se admitió la petición de 
amparo, se denegó la medida cautelar solicitada, se requirió a la accionante y a 
BANCOLOMBIA y se corrió traslado a la entidad accionada a fin de que rindieran 
el informe de rigor (PDF 5). 
 
1.3. RESPUESTAS: 
 
1.3.1 La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN manifestó que la 
accionante no culminó válidamente su inscripción al Concurso Abierto de Méritos 
2026 para el cargo de Sustanciador - Convocatoria 234-2026; que aunque inició 
una transacción de pago por medio de PSE el 18 de septiembre de 2026, la 
trazabilidad del sistema registró la operación en estado “iniciada”, sin validación 
efectiva del pago dentro de la plataforma; que la aspirante permaneció en estado 
de “preinscrita” y no completó el formulario ni cargó los documentos exigidos antes 
del cierre de inscripciones; que según el informe técnico aportado por la 
Universidad de Antioquia, la plataforma permaneció operativa durante la jornada, 
no se acreditó una falla general del sistema y no existe evidencia del mensaje de 
error alegado por la accionante; que no existe vulneración de los derechos al 
debido proceso, igualdad, mérito, acceso a cargos públicos ni confianza legítima, 
puesto que las reglas del concurso fueron públicas, generales y aplicadas en 
igualdad de condiciones para todos los aspirantes;  alegó la improcedencia de la 
tutela por falta de subsidiariedad, señalando que la controversia puede ser 
discutida mediante los mecanismos ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, y afirmó que tampoco se encuentra acreditado un perjuicio 
irremediable que habilite la intervención excepcional del juez constitucional; que no 
existe acción u omisión atribuible a esa entidad, ya que se limitó a aplicar las reglas 
de la convocatoria, las cuales no permiten habilitar inscripciones extemporáneas ni 
recibir documentos por canales alternos una vez vencido el plazo; solicitó declarar 
improcedente la acción de tutela y, subsidiariamente, negar el amparo solicitado 
(PDF 61). 
 



1.3.2 La UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, en calidad de operador técnico del 
Concurso Abierto de Méritos 2026 “Mérito, Construyendo Excelencia”, sostuvo que 
la accionante no culminó su inscripción para la convocatoria de Sustanciador 
Código 234-2026 dentro del plazo establecido; que, aunque la aspirante realizó 
una transacción por PSE antes del cierre de inscripciones, la trazabilidad del 
sistema evidenció que el pago permaneció en estado “iniciada”, sin validación 
efectiva dentro de la plataforma, y que la accionante continuó accediendo y 
realizando actuaciones en el aplicativo hasta minutos antes del cierre, 
permaneciendo finalmente en estado de “preinscrita”; que no existe evidencia de 
una caída o falla general de la plataforma y que los informes técnicos demuestran 
que el portal operó con normalidad durante el periodo de inscripciones; alegó la 
ausencia de vulneración de derechos fundamentales y la improcedencia de la 
tutela por falta de subsidiariedad; que las reglas de la convocatoria son obligatorias 
para todos los participantes y que no está facultada para habilitar inscripciones 
extemporáneas, recibir documentos por canales alternos ni modificar 
individualmente las condiciones del concurso, pues ello afectaría los principios de 
igualdad, mérito y transparencia; que cualquier controversia sobre la aplicación de 
las reglas de la convocatoria debe ser debatida ante la jurisdicción contencioso 
administrativa y que no se acreditó un perjuicio irremediable (PDF 99). 
 
1.3.3 Se recibió pronunciamiento de los siguientes intervinientes, que coadyvaron 
el amparo solicitado: 
 

No. PDF Persona detectada Posición 

7 DUVÁN YESID CÓRDOBA CORREDOR Coadyuva a la accionante 

19 JEISSON ALBERTO TIBOCHA GUZMÁN Coadyuva a la accionante 

20 EDGAR RAMIREZ REYES Coadyuva a la accionante 

28 KATHERIN SÁNCHEZ MARTÍNEZ Coadyuva a la accionante 

30 JHON FREDY MONTOYA HERNÁNDEZ Coadyuva a la accionante 

31 NELLY MALDONADO ARIAS Coadyuva a la accionante 

45 LEIDY CAROLINA IZAQUITA NARANJO Coadyuva a la accionante 

48 DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO Coadyuva a la accionante 

56 ANDRÉS FELIPE GUERRERO CASTELLANOS Coadyuva a la accionante 

69 NATALIA TORRES RIVERA Coadyuva a la accionante 

70 DIANA PATRICIA ESGUERRA PERDOMO Coadyuva a la accionante 

72 DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO Coadyuva a la accionante 

74 SARA VANESSA ECHEVERRY ERAZO Coadyuva a la accionante 

77 JHON GABRIEL RUIZ QUINTERO Coadyuva a la accionante 

89 LAURA CAMILA CUBIDES MAYORGA Coadyuva a la accionante 

91 FRANCY FERNANDA SEPÚLVEDA REYES Coadyuva a la accionante 

96 GABRIELA MARTÍNEZ CABRERA Coadyuva a la accionante 

103 HUGO DE JESUS HENAO LONGAS Coadyuva a la accionante 

121 DANIEL SANCHEZ PALACIO Coadyuva a la accionante 

125 ZAMIR ANTONIO RUEDA RODRIGUEZ Coadyuva a la accionante 

128 FABIÁN CASTRO GÓMEZ Coadyuva a la accionante 



129 LYDA PAMELA TÁMARA PINTO Coadyuva a la accionante 

151 JUAN NICOLÁS RAMOS GÓMEZ Coadyuva a la accionante 

152 MARIA ALEJANDRA SALAZAR TAMAYO Coadyuva a la accionante 

154 OMAR DE JESÚS GUTIÉRREZ VALDÉS Coadyuva a la accionante 

164 MANUEL ALFONSO ALMANZA LEMUS Coadyuva a la accionante 

168 JESUS ALEXANDER CAICEDO RODRIGUEZ Coadyuva a la accionante 

173 CARMEN SOFIA FUENTES CACERES Coadyuva a la accionante 

176 JHON ALEXANDER ROJAS CABRERA Coadyuva a la accionante 

177 VICTOR MAURICIO INFANTE CASTRO Coadyuva a la accionante 

186 GLORIA CAROLINA GARCÍA ORDUZ Coadyuva a la accionante 

187 CAROLINA MORENO GÓMEZ Coadyuva a la accionante 

195 LIGIA CARRERO MONROY Coadyuva a la accionante 

200 CATHERINE CARMENZA MOSQUERA MENA Coadyuva a la accionante 

202 ADRIANA MARÍA DAZA MESA Coadyuva a la accionante 

204 CATHERINE CARMENZA MOSQUERA MENA Coadyuva a la accionante 

205 SANDRA PATRICIA BETANCOURT SALAMANCA Coadyuva a la accionante 

207 JORGE ENRIQUE POSADA LARA Coadyuva a la accionante 

214 NARLY CAMPOS BERNAL Coadyuva a la accionante 

216 LEIDY LORENA HERRERA BRAVO Coadyuva a la accionante 

218 LEIDY LORENA HERRERA BRAVO Coadyuva a la accionante 

219 MARIO RAFAEL DE LA CRUZ HERNANDEZ Coadyuva a la accionante 

226 NAZARIO PALACIOS CORDOBA Coadyuva a la accionante 

227 DARWIN PINZÓN Coadyuva a la accionante 

228 LEONARDO FRANCISCO GORDON DIAZ Coadyuva a la accionante 

229 JUAN BAUTISTA RIVERA RINCON Coadyuva a la accionante 

231 JEISSON ALBERTO TIBOCHA GUZMAN Coadyuva a la accionante 

234 OSCAR BAYONA MALAGON Coadyuva a la accionante 

241 RODOLFO ALFONSO CETINA Coadyuva a la accionante 

 
1.3.4 Se recibió pronunciamiento de los siguientes intervinientes, que están en 
desacuerdo con reabrir nuevamente etapas del concurso de méritos:  
 

No. 
PDF 

Persona detectada Posición 

25 PEDRO PASCACIO MARTÍNEZ REYES Solicita no conceder/negar el amparo 

29 HILDA TAMAYO GALLO Solicita no conceder/negar el amparo 

34 DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO Solicita no conceder/negar el amparo 

37 RITA VICTORIA AMADOR SALGUEDO Solicita no conceder/negar el amparo 

38 VALENTINA IBÁÑEZ CHAPAL Solicita no conceder/negar el amparo 

43 YERLIN ALEXANDER CAICEDO PEREA Solicita no conceder/negar el amparo 

44 JOSÉ DUBAN COLLANTES PÁEZ Solicita no conceder/negar el amparo 

54 LEONARDO ALEXANDER MARIMON REYES Solicita no conceder/negar el amparo 

55 LEONARDO ALEXANDER MARIMON REYES Solicita no conceder/negar el amparo 

60 YERICA RIVERA ARIAS Solicita no conceder/negar el amparo 



67 DANIEL SANTIAGO GAITÁN CALDERÓN Solicita no conceder/negar el amparo 

82 DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO Solicita no conceder/negar el amparo 

99 MARÍA EUGENIA FLÓREZ GENES Solicita no conceder/negar el amparo 

100 MARGARITA ROSALES COTTA Solicita no conceder/negar el amparo 

105 CAMILO ANDRÉS ÁLVAREZ RUIZ Solicita no conceder/negar el amparo 

108 JENNY CASANOVA Solicita no conceder/negar el amparo 

112 DORA ISABEL MONTALVO MIRANDA Solicita no conceder/negar el amparo 

113 NICHOL DAHYANA MESA LONDOÑO Solicita no conceder/negar el amparo 

114 ALEXANDER GARCÍA MENESES Solicita no conceder/negar el amparo 

122 LINA PAOLA PRIETO DAZA Solicita no conceder/negar el amparo 

131 RUBIEL MANOSALVA RIZO Solicita no conceder/negar el amparo 

133 JAMEN FERNANDO TENORIO ANGULO Solicita no conceder/negar el amparo 

135 LUIS FERNANDO TORO FLOREZ Solicita no conceder/negar el amparo 

140 JESUS EVELIO OSPINA CUARTAS Solicita no conceder/negar el amparo 

143 DANNA MARCELA AVILÁN FERNÁNDEZ Solicita no conceder/negar el amparo 

148 MARIA CRISTINA MOYA ESPITIA Solicita no conceder/negar el amparo 

149 YARLIS ESTHER LARA BLANCO Solicita no conceder/negar el amparo 

160 NEYDI LILIANA BERNAL HUERTAS Solicita no conceder/negar el amparo 

161 DANNA MARCELA AVILÁN FERNÁNDEZ Solicita no conceder/negar el amparo 

172 DIEGO GRANADOS AVENDAÑO Solicita no conceder/negar el amparo 

178 DIEGO FELIPE CARRILLO BAUTISTA Solicita no conceder/negar el amparo 

182 PEDRO PASCACIO MARTÍNEZ REYES Solicita no conceder/negar el amparo 

198 HÉCTOR ANDRÉS ALBARRACÍN ROJAS Solicita no conceder/negar el amparo 

213 DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO Solicita no conceder/negar el amparo 

220 MARLON ADRÉS JARAMILLO JARAMILLO Solicita no conceder/negar el amparo 

237 DANNA MARCELA AVILÁN FERNÁNDEZ Solicita no conceder/negar el amparo 

 
1.3.3 ACH COLOMBIA S.A. informó que, tras revisar sus registros, encontró que 
la accionante realizó el 18 de septiembre de 2026 una transacción a través de PSE, 
la cual registró estado aprobado, evidenciándose que la entidad financiera de 
origen autorizó el débito y la entidad financiera de destino confirmó la recepción de 
los recursos; que su función se limitó a actuar como canal tecnológico para el 
procesamiento de pagos y que no administra cuentas bancarias, no controla la 
plataforma de inscripción del concurso ni interviene en los procesos de conciliación, 
validación o habilitación desarrollados por terceros; que no encontró reportes de 
fallas, interrupciones o daños en la plataforma PSE durante el período de 
inscripciones del concurso y que tampoco recibió reclamaciones o peticiones por 
parte de la accionante (PDF 242). 
 
1.3.4. BANCOLOMBIA fue notificado a través del correo electrónico 
notificacijudicial@bancolombia.com.co  conforme certificado de retransmitido, y 
guardó silencio.  
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2. CONSIDERACIONES: 
 
2.1. COMPETENCIA:  

 
Este despacho es competente para tramitar y decidir en primera instancia la 

presente acción constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia, el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y 

el Decreto 1983 de 2017, que estableció las reglas para el reparto dado que la 

misma está dirigida contra una entidad del orden nacional.  

 
2.2. PROBLEMA JURÍDICO: 

 
¿Procede la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales al debido 
proceso administrativo, al acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, a 
la igualdad, a la buena fe y a la confianza legítima de DANIELA ANDREA 
SANCHEZ AGUDELO frente a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN 
y/o la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, por no haberse habilitado dentro de la 
plataforma www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co la posibilidad de 
inscripción al cargo de sustanciador código 234-2026, grado 4SU-1, pese al pago 
realizado el 18 de septiembre de 2026, a las 2:07:24 pm,  a través de la plataforma 
PSE, dentro del marco del proceso de selección abierto para la provisión de cargos 
de carrera administrativa? 
 
2.3 PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 

 
2.3.1 Legitimación por activa: Acorde con lo dispuesto por el artículo 86 de la 
Constitución Política toda persona puede presentar por sí misma o a través de otro 
una acción de tutela para la protección inmediata de sus derechos fundamentales 
cuando quieran que resulten vulnerados o amenazados. 
 
Según el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 la acción de tutela puede ser 
ejercida (i) a nombre propio; (ii) a través de un representante legal; (iii) por medio 
de apoderado judicial, o (iv) mediante un agente oficioso; v) el Defensor del Pueblo 
y los personeros municipales pueden ejercerla directamente. 
 
En el caso bajo estudio la señora DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO 
acudió a la acción de tutela en nombre propio, de manera que puede establecerse 
sin dificultad que lo reclamado es la protección de sus derechos fundamentales y 
que se encuentra legitimada para el efecto. 
 
2.3.2 Legitimación por pasiva: De conformidad con el artículo 5° del Decreto 2591 
de 1991 la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y la UNIVERSIDAD DE 
ANTIOQUIA se encuentran legitimadas como parte pasiva en el presente asunto 
en tanto que a ellas se le atribuye la vulneración de las garantías constitucionales 
cuyo resguardo se solicita, siendo la primera la autoridad pública que convocó al 
concurso de méritos y la segunda el operador seleccionado para el referido 
concurso.  
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2.3.4 Inmediatez: Este principio busca que la acción de tutela se interponga dentro 
de un plazo razonable, oportuno y justo, en atención a que la finalidad de esta 
acción constitucional es la protección inmediata y urgente de derechos 
fundamentales. 
 
Este requisito está satisfecho por cuanto la etapa de inscripciones en el concurso 
de méritos cerró el 18 de septiembre de 2026 y este mismo día se radicó la petición 
de amparo.  
 
2.3.5 Subsidiariedad: Conforme el artículo 86 Superior la acción de tutela es un 
mecanismo preferente y sumario que no resulta procedente cuando existe un 
medio de defensa judicial idóneo, eficaz y pertinente para la satisfacción de las 
pretensiones, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. 
 
Por regla general, los actos que se dictan dentro de un concurso de méritos deben 
controvertirse ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Sin embargo, 
la Corte Constitucional ha precisado que la tutela procede excepcionalmente 
cuando (i) no existe un mecanismo judicial que permita proteger el derecho 
fundamental; (ii) se configura un perjuicio irremediable; o (iii) se plantea un 
problema constitucional que desborda la competencia del juez ordinario (Sentencia 
SU-067 de 2022). 
 
Frente a los actos de trámite, la Corte Constitucional señaló que la tutela procede 
si concurren tres requisitos: (i) que la actuación administrativa de la cual hace parte 
el acto no haya concluido; (ii) que el acto defina una situación especial y sustancial 
que se proyecte en la decisión final; y (iii) que ocasione una vulneración o amenaza 
real de un derecho fundamental. 
 
Además, la existencia de medidas cautelares en lo contencioso administrativo no 
hace improcedente la tutela de manera automática. El juez debe valorar la 
idoneidad y eficacia del medio ordinario en cada caso concreto (Sentencia T-443 
de 2022). 
 
La Resolución 076 del 24 de marzo de 2026, modificada por la Resolución 133 del 
20 de mayo de 2026, que constituye la norma reguladora del concurso, conforme 
el artículo 195 del Decreto Ley 262 de 2000, dispuso en su artículo 9 que "no hay 
inscripción válida si no se tiene el número asignado por el sistema". A su vez, el 
artículo 17 de dicha resolución, prevé la reclamación y el recurso de apelación 
únicamente contra la lista de admitidos y no admitidos, que se conforma con 
quienes quedaron inscritos, previa verificación de requisitos mínimos. 
 
Es así que el aspirante a quien el sistema no le reconoció la inscripción no cuenta, 
dentro del concurso, con ningún mecanismo para controvertir esa situación, al no 
figurar en la lista de no admitidos y, por ende, no tiene acto frente al cual reclamar 
ni recurso que interponer. Tal es el caso de la señora DANIELA ANDREA 
SANCHEZ AGUDELO, quien efectuó el pago de los derechos de inscripción a 
través de PSE el 18 de septiembre de 2026 a las 2:07:24 p. m., esto es, por el 
medio y dentro del término autorizados por el artículo 12 de la Resolución 076 de 



2026, modificado por el artículo 2 de la Resolución 133 de 2026, y antes del cierre 
de inscripciones fijado para las 16:00 horas de ese día. 
 
En esas condiciones, la actuación que le impide participar es un acto de trámite 
frente al cual no existe recurso administrativo, y cuyo control ante la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo solo sería posible una vez culmine el proceso de 
selección, cuando la exclusión ya se haya consumado. 
 
Verificados los requisitos establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia 
SU-067 de 2022, se tiene que:  
 
(i) La actuación no ha concluido: el proceso de selección está en curso, siendo la 
siguiente etapa la verificación de requisitos mínimos, sin que se haya determinado 
una fecha para su continuación. 
 
(ii) que el acto defina una situación especial y sustancial que se proyecte en la 
decisión final: que la accionante no quedara inscrita la excluye de plano de todas 
las etapas subsiguientes. Sin inscripción válida, la aspirante queda excluida de 
todas las etapas siguientes y de la posibilidad de competir por el empleo de 
Sustanciador, Convocatoria No. 234-2026, código y grado 4SU-11. La situación se 
proyecta de forma directa y definitiva en el resultado del concurso. 
 
(iii) que ocasione una vulneración o amenaza real de un derecho fundamental: la 
accionante aportó el comprobante del pago de los derechos de inscripción, hecho 
el 18 de septiembre de 2026 a las 2:07:24 pm por PSE, dentro del término de 
inscripción que vencía ese mismo día a las 4:00 pm, aún así no figura como inscrita. 
 
En esas condiciones, remitir a la accionante a un proceso contencioso 
administrativo, cuyo objeto aún no existe y cuya decisión, incluso sobre medidas 
cautelares, llegaría cuando el concurso haya avanzado, no le permitiría participar 
en igualdad de condiciones con los demás aspirantes. La orden que eventualmente 
se profiriera no restablecería su derecho a concursar, sino que, en el mejor de los 
escenarios, daría lugar a una reparación económica. El medio ordinario no es 
eficaz para lo que se pretende proteger, el derecho a participar en el proceso de 
selección. 
 
2.4 DERECHO A LA IGUALDAD DE TRATO  
  
La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional pues es 
reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta 
manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo 
que implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos 
los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la 
paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación 
que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a 
partir de criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, 
raza, origen étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras. 
(Sentencia T-030 de 2017) 
 



2.5 EL DERECHO DE ACCESO A CARGOS PÚBLICOS Y EL PRINCIPIO DEL 
MÉRITO 
 
El artículo 125 de la Constitución es el fundamento normativo primordial de la 
carrera administrativa. Esta norma estableció que “Los empleos en los órganos y 
entidades del Estado son de carrera”, “Los funcionarios, cuyo sistema de 
nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán 
nombrados por concurso público”.  
 
Conforme lo anterior, aquellos cargos públicos que tengan una índole diferente, 
como los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de los 
trabajadores oficiales y los demás que determine la ley, deberán tener un carácter 
excepcional. Adicionalmente, la norma constitucional precisó que el concurso 
público es el mecanismo que permite evaluar, con garantías de objetividad e 
imparcialidad, la idoneidad y la competencia de los servidores públicos; por tal 
motivo, ha de ser utilizado, como regla general, al llevar a cabo la vinculación de 
funcionarios al servicio público. 
 
La Corte Constitucional ha señalado que el mérito es un principio constitucional de 
indiscutible importancia, que otorga sentido al postulado de la carrera 
administrativa (Sentencia SU-067 de 2022). El concurso público permite 
seleccionar, con garantías de objetividad e imparcialidad, a quienes demuestren 
mayor idoneidad para el ejercicio de la función pública. Con ello se proscriben la 
arbitrariedad y el clientelismo, y se protegen tanto los derechos de los aspirantes 
como el interés general en una administración eficiente. 
 
El derecho de acceso a cargos públicos no se agota en la posibilidad de ser 
nombrado una vez superado el concurso. Comprende también la posibilidad de 
participar en él en igualdad de condiciones, pues solo quien concursa puede 
demostrar su mérito. Por ello, la Corte ha advertido que las exigencias de orden 
formal no pueden desplazar lo sustancial cuando el aspirante ha cumplido lo que 
le correspondía. En la Sentencia T-059 de 2019 amparó los derechos de una 
aspirante que, pese a haber obtenido el primer lugar, fue excluida por un defecto 
en la declaración juramentada de inhabilidades. Consideró que tal circunstancia no 
podía prevalecer sobre el principio del mérito ni sobre la buena fe con la que actuó 
la participante. 
 
2.6 EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO EN LOS CONCURSOS DE 
MÉRITOS. 
 
El artículo 29 de la Constitución extendió el debido proceso a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. En materia de concursos de méritos, esta 
garantía se concreta principalmente en el deber de la administración de sujetarse 
a las reglas que ella misma fijó en la convocatoria. En el régimen especial de 
carrera de la Procuraduría General de la Nación, el artículo 195 del Decreto Ley 
262 de 2000 dispuso que la convocatoria es la norma reguladora de todo concurso 
y obliga tanto a la administración como a los participantes. 
 
La Corte Constitucional ha reiterado esta regla. En la Sentencia SU-446 de 2011 
señaló que la convocatoria es "la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto 



a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del 
concurso y a los participantes", y que, como tal, impone reglas obligatorias para 
todos. En la Sentencia SU-913 de 2009, reiterada en la T-180 de 2015, precisó que 
"las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del concurso y son 
inmodificables", y que "a través de las normas obligatorias del concurso, la 
administración se autovincula y autocontrola". 
 
De esta regla se derivan consecuencias en dos direcciones. De un lado, los 
aspirantes asumen las cargas que la convocatoria les impone y deben cumplirlas 
en la forma y en los términos allí señalados. De otro, la administración y los 
operadores que contrata están igualmente vinculados por esas reglas. No pueden 
exigir cargas distintas de las previstas, ni negar efectos a las actuaciones que el 
aspirante realizó conforme a ellas (Sentencias T-257 de 2012 y T-682 de 2016). 
 
Así, el carácter vinculante de la convocatoria no opera solo en contra del aspirante. 
Si las reglas del concurso habilitan una determinada actuación dentro de un 
término, la administración está obligada a reconocerle efectos cuando se realiza 
en esa oportunidad. Imponer en la práctica un plazo o una condición no prevista 
en la convocatoria desconoce el debido proceso administrativo. 
 
2.7 EL PRINCIPIO DE EFICACIA Y LA IMPOSIBILIDAD DE TRASLADAR AL 
ASPIRANTE LOS OBSTACULOS FORMALES Y LAS FALLAS DE LOS MEDIOS 
DISPUESTOS POR LA ADMINISTRACIÓN 
 
El artículo 209 de la Constitución estableció que la función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento, entre otros, en 
los principios de eficacia, economía y celeridad. En desarrollo de este mandato, el 
numeral 11 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 dispuso que, en virtud del principio 
de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, 
para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales. 
 
La jurisprudencia constitucional ha aplicado estos principios en los concursos de 
méritos. En la Sentencia T-722 de 2014, la Corte Constitucional amparó a un 
aspirante excluido por superar la edad máxima durante un proceso de selección 
de duración incierta. Consideró irrazonable hacerle soportar las consecuencias de 
una circunstancia que no dependía de él, y recordó que la administración debe 
actuar con eficacia y celeridad. En la Sentencia T-114 de 2022, ordenó 
reprogramar la prueba de una aspirante que se contagió de COVID-19 días antes 
del examen. Precisó que una circunstancia ajena a la voluntad del participante 
puede justificar un ajuste en el trámite del concurso sin quebrantar la igualdad de 
oportunidades. Y en la Sentencia T-059 de 2019, la Corte negó que un defecto de 
forma pudiera prevalecer sobre el cumplimiento sustancial de los requisitos por 
parte de la aspirante. 
 
En los procesos de selección que se adelantan a través de plataformas 
tecnológicas, la administración y el operador que contrata son quienes diseñan, 
administran y controlan esos medios, así como su integración con las pasarelas de 
pago. En consecuencia, cuando el aspirante cumple la carga que le corresponde 
en la forma y dentro del término previstos en la convocatoria, las fallas en el 
funcionamiento de esos medios no pueden trasladársele como causa de exclusión 



del concurso. Hacerlo impondría al participante una carga que no le corresponde y 
convertiría un obstáculo técnico en una barrera de acceso a la función pública. 
 
2.8. CASO CONCRETO 
 
Se encuentra acreditado: i) que las inscripciones al concurso de méritos al 
Concurso Abierto de Méritos 2026 de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN fueron establecidas a través del sitio web 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co, desde el 7 hasta el 18 de septiembre 
de 2026, desde las 8:00 horas del primer día hasta las 16:00 horas del último día; 
ii) que, conforme comprobante de transacción bancaria, DANIELA ANDREA 
SANCHEZ AGUDELO realizó el pago para adelantar la inscripción al concurso de 
méritos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, el 18 de septiembre 
de 2026, a las 2:07:24 pm, transacción con estado APROBADA (PDF 2); iii) que 
conforme el informe técnico allegado por la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA la 
accionante ingresó múltiples veces a la plataforma del concurso luego de realizado 
el pago por la pasarela ecollect, incluso a las 15:50:33, pocos minutos antes del 
cierre, procesando exitosamente la actualización de su preinscripción; no obstante, 
al consultar el estado del pago, este continuaba registrado como “Iniciada”, 
pagado: false, y la referencia No. 171192670 figuraba como no aprobada dentro 
del sistema (PDF 161 fl. 23); iv) que la inscripción al concurso de méritos finalizó 
el 18 de septiembre de 2026, a las 4:00 pm, conforme lo previsto por la Resolución 
076 de 2026 y los avisos informativos (PDF 99 fl. 5); v) que conforme el informe 
técnico allegado por la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA se establecieron errores 
del proceso de pago – pasarela externa, así: “Durante los días de cierre se registró 
un volumen alto de errores concentrado en la integración con la pasarela de pago 
externa (eCollect). El comportamiento fue el siguiente: - Ante la alta demanda 
simultánea de pagos, la pasarela externa respondió con lentitud o rechazó 
peticiones. El sistema activó su mecanismo de protección (circuit breaker), que 
corta temporalmente las llamadas hacia el proveedor para no degradar el resto del 
portal. - Esto generó respuestas de error a los ciudadanos que intentaban iniciar, 
consultar o confirmar un pago en esos momentos, principalmente el 18 de 
septiembre. - Estos errores no se originan en el portal ni en la infraestructura del 
servicio, sino en la disponibilidad de la pasarela externa durante el pico de cierre. 
- El portal y la API de inscripciones se mantuvieron disponibles durante todo el 
evento (la disponibilidad del 18 de septiembre fue del 100,0 %). Los ciudadanos 
podían navegar, diligenciar y consultar; el reintento de pago quedaba disponible al 
recuperarse la pasarela. (…) Recomendación. Coordinar con el proveedor de la 
pasarela de pago (eCollect) el dimensionamiento y las cuotas de su servicio para 
futuros cierres de inscripción, y evaluar mecanismos de encolado o reintento 
diferido de pagos en horas pico.” (PDF 99 fl. 78 y 79). 
 
2.9 ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO 
 
Conforme el artículo 12 de la Resolución 076 de 2026, modificado por el artículo 2 
de la Resolución 133 del 20 de mayo de 2026 y por el artículo 3 de la Resolución 
212 de 2026, se autorizó el pago de los derechos de inscripción al concurso de 
méritos para acceder a cargos públicos de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN, a través de PSE, desde el 7 hasta el 18 de septiembre de 2026, 
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previendo para el pago a través de ventanilla o corresponsal bancario la fecha 
límite del 17 de septiembre de 2026. 
 
Como quiera que, la accionante, DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO, 
realizó el pagó de forma electrónica, a través de la plataforma PSE, el 18 de 
septiembre de 2026, a las 2:07:24 p. m., y obtuvo un comprobante con estado 
APROBADA, lo cual no fue controvertido, por la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA y 
la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, cumplió con lo previsto por la 
norma que rige el concurso de méritos.  
 
Conforme la Guía de Orientación al Aspirante, documento al que remite el artículo 
10 de la Resolución 076 de 2026, instructivo obligatorio del proceso, precisó que 
"cuando el pago haya sido procesado satisfactoriamente, el Módulo de Recaudos 
mostrará la confirmación de que la transacción fue 'APROBADA' por la entidad 
financiera y presentará el comprobante correspondiente" (numeral 8.5.1.1.) 
 
Como quiera que el pago realizado por la accionante, DANIELA ANDREA 
SANCHEZ AGUDELO, fue procesado de forma satisfactoria, y el módulo de 
recaudo mostró la confirmación de que la transacción fue aprobada, se estableció 
el cumplimiento de lo previsto por el numeral 8.5.1.1. conforme el comprobante de 
la transacción No. 171192670, con número de No. Autorización/CUS 171192670 
del día 18 de septiembre de 2026, a las a las 2:07:24 p. m., por pago realizado a 
través de BANCOLOMBIA S.A. con ESTADO APROBADO (PDF 2) tras haber sido 
descontado de la cuenta bancaria de la accionante.  
 
Conforme la Guía de Orientación al Aspirante, numeral 8.5.6., luego de haber sido 
aprobada la transacción de pago, en este caso, a través de PSE, se habilitaba en 
la plataforma www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co la etapa de inscripción, 
dentro de la cual el aspirante debía completar la información requerida por el portal 
y realizar las actuaciones necesarias para formalizar la inscripción.  
 
En el caso de la accionante, DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO, pese al 
pago electrónico que realizó, no se habilitó en la plataforma 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co el módulo de inscripción que 
permitiera completar la información requerida y formalizar la inscripción. 
 
Conforme lo aportado por la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA (PDF 99 fl. 30 a 62), 
el 18 de septiembre de 2026, a las 14:05:08 horas, la accionante ingresó a la 
plataforma del concurso y, a las 14:06:28 horas, inició el pago de los derechos de 
participación con la referencia No. 171192670, siendo redireccionada a la pasarela 
de pagos eCollect para efectuarlo a través de PSE (PDF 99 fls. 57 a 62); 
posteriormente a las 14:07:24 horas, la entidad financiera BANCOLOMBIA S.A. 
aprobó la transacción por valor de $58.400, como consta en el comprobante 
aportado por la accionante; no obstante, la plataforma del concurso no obtuvo de 
la pasarela eCollect la confirmación del pago; y cada vez que el sistema intentó 
consultar su estado, la consulta resultó fallida: a las 15:30:47, 15:31:48, 15:40:10, 
15:49:16 y 15:54:29 horas registró el mensaje “Circuit breaker abierto para eCollect 
consultar”, seguido de “Error consultando pago” y de una respuesta de error HTTP 
500; y a las 15:41:16 y 15:50:47 horas registró “Error consultando referencia en 
eCollect” respecto de la referencia No. 171192670 (PDF 99 fls. 30 a 56); a las 
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15:41:32 horas, el sistema registró además el mensaje “Circuit breaker abierto para 
eCollect iniciar”, con respuesta de error HTTP 500, lo que indica que en ese 
momento tampoco era posible iniciar un nuevo pago (PDF 99 fls. 51 y 52); a las 
15:50:33 horas la accionante actualizó exitosamente su preinscripción; no 
obstante, al consultarse el estado del pago a las 15:50:57 horas, este continuaba 
registrado como “Iniciada”, pagado: false, y la referencia No. 171192670 como no 
aprobada (PDF 99 fls. 37 a 41); finalmente, a las 16:00 horas se cerró la etapa de 
inscripciones y la accionante permaneció en estado “Preinscrito”, sin que el 
aplicativo le hubiera habilitado el formulario de inscripción ni el cargue de 
documentos. 
 
Como quiera que el estado “Iniciada”, pagado: false, en que permaneció la 
transacción no correspondió a una respuesta de la pasarela que informara que el 
pago no se había realizado o que había sido rechazado, sino a la imposibilidad del 
sistema de obtener de eCollect la información sobre su estado, mientras que la 
entidad financiera ya había aprobado la transacción, tal como lo reconoció la 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA en el informe de operatividad del portal, en el que 
indicó que durante los días de cierre se registró un volumen alto de errores 
concentrado en la integración con la pasarela de pago eCollect, la cual, ante la alta 
demanda simultánea de pagos, respondió con lentitud o rechazó peticiones, lo que 
generó respuestas de error a los ciudadanos que intentaban iniciar, consultar o 
confirmar un pago, principalmente el 18 de septiembre de 2026 (PDF 99 fls. 78 y 
79),  concluye esta instancia, que los hechos que impidieron la inscripción de la 
accionante no le son imputables a esta, toda vez que no estaban sujetos a su 
control, sino que ccorrespondió al indebido funcionamiento de la pasarela eCollect, 
dentro del medio de recaudo dispuesto por la PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN y su operador, lo cual se requería para habilitar en la plataforma 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co el módulo que le permitía a los 
usuarios la inscripción luego del pago electrónico.  
 
Lo anterior encuentra respaldo en la respuesta de ACH COLOMBIA S.A., 
administradora de PSE, cuya trazabilidad da cuenta que la transacción de la 
accionante, identificada con CUS No. 666177912 y Ticket ID 171192670, fue 
creada a las 14:07 horas, confirmada por BANCOLOMBIA a las 14:08 horas y 
finalizada a las 14:15 horas del 18 de septiembre de 2026 con estado 
“Finished_Success”, con destino al MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO, servicio “DTN PROCURADURÍA CONCURSO”, lo cual refleja que el 
estado aprobado da cuenta que la entidad financiera, en este caso 
BANCOLOMBIA, aprobó el débito,  y la entidad financiera de destino acreditó la 
recepción de los recursos (PDF 242 fls. 4 y 5). 
 
Por lo expuesto considera esta instancia la necesidad de intervenir como juez 
constitucional, a fin de amparar la consolidación de una vulneración de derechos 
fundamentales de la accionante, tales como, al debido proceso administrativo y al 
acceso a cargos públicos de DANIELA ANDREA SANCHEZ AGUDELO, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.002.703.288, habida consideración 
que esta, cumplió con las obligaciones dispuestas por las accionadas de acreditar 
el pago electrónico para la habilitación de la inscripción a las 14:15 horas del 18 de 
septiembre de 2026, una hora y cuarenta y cinco minutos antes del cierre de 
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inscripciones, sin poder exitosamente realizarla, por motivos ajenos a su voluntad 
o control.  
 
Lo anterior habida cuenta que, conforme la información suministrada por la 
vinculada ACH COLOMBIA S.A., no se presentaron fallas, caídas o interrupciones 
en la plataforma PSE entre el 7 y el 18 de septiembre de 2026, y los procesos de 
conciliación, aplicación, habilitación o reflejo de los pagos corresponden a la 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN o al integrador de pagos eCollect 
(PDF 242).  
 
La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN en su contestación no tuvo en 
cuenta el informe de operatividad rendido por la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, 
el cual registró que durante los días previstos para la inscripción existió “un 
volumen alto de errores concentrado en la integración con la pasarela de pago 
externa (eCollect)”, que generó respuestas de error a los ciudadanos que 
intentaban iniciar, consultar o confirmar un pago, principalmente el 18 de 
septiembre de 2026; tampoco tomó en consideración los registros de auditoría de 
la preinscripción de la accionante, que dan cuenta de reiterados errores.  
 
Conforme lo visto en la plataforma www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co 
media registro de 38.940 ciudadanos en estado preinscrito, sin que se precise 
cuántos de aquellos efectuaron pagos electrónicos que no se reflejaron en el 
aplicativo, lo cual llama la atención del juzgado, aunado a que intervinieron 
cuarenta y nueve (49) aspirantes que coadyuvaron la solicitud de amparo en el 
presente trámite. 
 
No incide en la conclusión descrita el hecho que, conforme el informe técnico de la 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, o lo dicho por la PROCURADURÍA GENERAL 
DE LA NACIÓN: 1) se atribuyan los errores tecnológicos a una pasarela externa y 
no al portal o plataforma dispuesta para la inscripción;2) que el portal estuviera 
disponible el 100 % del tiempo durante el 18 de septiembre de 2026; 3) que el pago 
electrónico se haya realizado a dos horas del cierre. 
 
Puesto que, conforme la Guía de Orientación al Aspirante, la etapa de inscripción, 
la plataforma en la que se debía diligenciar el formulario y cargar los documentos, 
se habilitaba “una vez el pago” fuera “procesado y registrado satisfactoriamente” 
(numeral 8.6), y la accionante contó con el registro que daba cuenta de que el pago 
electrónico fue aprobado, descontado de su cuenta bancaria BANCOLOMBIA, y 
contaba con el tiempo suficiente para que a través del módulo de inscripción, 
dispuesto en la plataforma www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co pudiera realizar el 
registro o inscripción y adjuntar los documentos correspondientes.  
 
La Procuraduría General de la Nación reconoció que la aspirante “tenía derecho a 
actuar hasta el último momento del término” (PDF 161), es decir, hasta las 4:00 pm 
del 18 de septiembre de 2026, tal y como lo fijó la convocatoria, por lo que, las 
accionadas debían dimensionar el servicio de la pasarela y evaluar mecanismos 
de reintento diferido de pagos en horas pico, por lo que el riesgo se originó en la 
capacidad del medio de pago dispuesto para el concurso y no en la conducta de la 
aspirante. 
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Asimismo, refuerza la conclusión descrita, que, la Resolución 076 de 2026 y sus 
modificaciones, y la Guía de Orientación al Aspirante, no previeron un canal 
electrónico o telefónico inmediato para solucionar impases tecnológicos como el 
sucedido, a fin de que el aspirante, que realizara el pago electrónico, de forma 
oportuna, pudiera consultar o averiguar, o verificar, en el acto, antes del 
vencimiento del término previsto para la inscripción qué falla técnica se produjo o 
su posible solución, que permitiera habilitar antes del cierre previsto el módulo de 
inscripción y con esto solucionar el impase.  
 
Adicionalmente el recurso previsto por el artículo 17 de la Resolución 076 de 2026 
procede únicamente contra la lista de admitidos y no admitidos, y las propias 
accionadas manifestaron que las reglas del concurso no les permiten habilitar 
inscripciones fuera del término ni recibir documentos por canales alternos (PDF 99 
y 161).  
 
Frente a los participantes del concurso que manifestaron su desacuerdo con la 
reapertura de etapas del proceso de selección, se precisa que la presente decisión 
no reabre la etapa de inscripciones ni modifica las reglas del concurso para la 
generalidad de los aspirantes; los efectos de este fallo son inter partes, se refieren 
únicamente al caso analizado de la accionante y a la situación particular que fue 
acreditada en este trámite constitucional, orientado a ubicar a la peticionaria en el 
estado de inscripción correspondiente, previa a la verificación del pago electrónico 
oportuno y que la falta de habilitación del módulo de inscripción fueron por razones 
ajenas a su voluntad.  
 
En consecuencia, se ordenará a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
y a la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA que, dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la notificación de esta decisión, verifique con la pasarela de pagos 
eCollect y con las entidades financieras participantes lo ocurrido con la transacción 
bancaria que realizó la accionante para el pago electrónico, y de encontrarse 
acreditado lo informado por ACH COLOMBIA S.A. respecto del pago electrónico 
realizado por la accionante el 18 de septiembre de 2026, la accionadas deberán, 
dentro de las 48 horas siguientes, habilitar el módulo de inscripción y registro de 
documentos en la plataforma www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co para que la 
accionante participe en igual condiciones que los demás aspirante inscritos en el 
Concurso Abierto de Méritos 2026 “Mérito, Construyendo Excelencia”, sin poder 
oponer razones técnicas ajenas al control de la accionante, ni las razones 
expuestas dentro de las contestaciones dadas dentro de este trámite. Lo anterior 
so pena de incurrir en sanciones por desacato judicial.  
 
Se ordenará a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y a la 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA que publiquen esta providencia en el sitio web 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co y en el vínculo “Concursos” de 
www.procuraduria.gov.co, para conocimiento de los participantes vinculados al 
presente trámite. 
 
El JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE ARMENIA, QUINDIO, 
administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, dicta 
el siguiente, 
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FALLO: 

 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso 
administrativo y al acceso a cargos públicos de DANIELA ANDREA SANCHEZ 
AGUDELO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.002.703.288. 
 
En consecuencia, 
 
ORDENAR a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y a la 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, que dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la notificación de esta decisión, verifique con la pasarela de pagos 
eCollect y con las entidades financieras participantes (BANCOLOMBIA y ACH 
COLOMBIA S.A.) lo ocurrido con la transacción bancaria que realizó la accionante 
para el pago electrónico, y de encontrarse acreditado lo informado por ACH 
COLOMBIA S.A. respecto del pago electrónico realizado por la accionante el 18 de 
septiembre de 2026, la accionadas deberán,  dentro de las 48 horas siguientes,  
habilitar el módulo de inscripción y registro de documentos en la plataforma 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co a fin de que DANIELA ANDREA SANCHEZ 
AGUDELO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.002.703.288 participe 
en igual condiciones que los demás aspirantes inscritos dentro del Concurso 
Abierto de Méritos 2026 “Mérito, Construyendo Excelencia”, sin poder oponer 
razones técnicas ajenas al control de la accionante, ni las razones dadas dentro de 
este trámite.  
 
Lo anterior so pena de incurrir en sanción por desacato judicial.  
 
ORDENAR a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y a la 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA que publiquen esta providencia en el sitio web 
www.meritoconstruyendoexcelencia.com.co y en el vínculo “Concursos” de 
www.procuraduria.gov.co, para conocimiento de los participantes vinculados al 
presente trámite. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más eficaz 
y envíese a la CORTE CONSTITUCIONAL para su eventual revisión, si no fuere 
impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

  
 

Firma electrónica   
LOURDES ISABEL SUÁREZ PULGARÍN 

Jueza 

 
MJCM 
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